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Sentado lo anterior, debe &firmarse, 1m embarBO. que el r&­
curso de sliplica -contra el auto por 81 que le Uene al actor·
por desistido del recurso de suplicacia- no eatA previsto en
la LEC -articulo 403- para un supuesto como el que ea objeto
de examen, sin perjuicio. ie lo cual el Trtbun_1 central de.
Trabajo lo viene admitiendo como una garanUa mayor del Ciu­
dadanoi pero tal interpretación extensiva. dada IU !insUdad.
no puede convertirse en una car..a a 101 ef8ctos de la interpo­
sición del recurso de amparo, ya queDO el. razonable exigir al
ciudadano una diligencia que exceda de la interposición de 101
recursos que se deduzcan "prima lacie. de la legislación apli­
cable. '

También debemos rechazar loa moUvo. de inadmisibilidad
alelados por la representación procesal del leAOr Fares Bel·
had!. ya que los recursos que esUma debieron interponerse-loa
de aclaración y de supUcación- son, improcedentes en este caso,
como lo prueba el contenido de los arUculoa 188, W y 156, res­
pectivamente, de 1& LPL que cita a tal efecto dicha represen­
tación.

Segundo.-Rechazados 101 posibles motivos de 1Dad.misión
del recurso 'J entrando ya en la cuestión de fondo planteada
por el mismo debe seAalarse que la declaración de 1nadmisibi·
lidad del recurso de suplicación -teniéndolo .por desistido__
contenida en el auto. imp-ugnado súpone una vulneración del
derecho a obtener una tutela judicial efectiVa consagrado en
el artículo 24, numero 1, de la LOTC. "'"

Dos órdenes. de razones avalan esta afirmación: al La prt·
mera se basa en la consideración de que si no 18 hizo la con­
signación por parte de' recurrente del ea por 100 de incremento
sobre la cantidad objeto de la condena fue, fundamentalmente,
debido a que se atuvo a los términos del fallo de la sentencia
de instancia, que pata nada aludió a esa cuestión. Es eVlaent8
que declarar lnadsisible un recurso... por Incumplimiento de un
requisito cuya omisión no es Imputable al recurrente sino a
la decisión judicial que trataba de impugnarse constituye una
indefensión en la medida en que induce a error como ha dicho
este Tribunal Constitucional en diversas ocasiones, y

b) La segunda razón tiene como base la doctrina establ.
cida por es le Tribunal Constitucional en la sentencia numero 3
de 19a3, de 25 de enero 1.Boletín Oficial del Estado_ de 17 de
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Sentencia número 4411983. de 24 de mayo.

La Sala Primera dei Tribunal ConsUtucional, compuesta por
don Manuel García Pelaro Alonso, Presidente, don ·Angel La­
torre Segura, don Manue Diez de Velasco ValleJo, doiia Liloria
Begué Cantón, don Rafael Góme:z:~FeITer Morant ., don Angel
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 247/82, promovido por don
Luis Fernandez Fernández, Sargento Mecánico Ajustador de
Armas, reprilsentado por el Procurador de los 'Tribunales don
Antonio Rafael Rodriguez Mufloz y bajo fa. dirección del Le­
trado don Jesús Arroyo Domínguez, contra la resolución dic­
tada por la autoridad judicial de la Séptima Región Militar,
con fecha 10 de noviembre de 1980 f contra ei auto, dictado
en segunda instancia por el Consejo Supremo de Justicia Mi­
litar de 31 de marzo de 1982. en el expediente judicial 55/81
instruido por la Capitanía General de la Séptima Región Mlli­
tar, Juzgado Militar Eventual de Plaza númerp 11, de Valla­
dolid, por falta grave. cOnstituida por la acumulación de
faltas leves y en el que ha comparecido el Ministerio Fiscal,
siendo Ponente el Migistrado don Angel Latorre .Segura, quien
expresa ~l parecer de la Sala..

l. ANTECEDENTES

Primero.-EI Procurador de los Tribunales don Antonio Ra­
fael Rodriguez Munoz, en nombre de don Luis Femández Fer­
nández, Sargento Mecánico Ajustador de Armas, con destino
en el Regimi~nto Acorazado d4l Caballerla, Farnasio DÍlmero 12,
de Valladolid, recurre en amparo ante este Tribunal, por ....
crito que tuvo entrada en el mismo el dia 2 de julio de 1982.

El solicitante del amparo habla sido corregido, disciplina­
riamente, por siete faltas. leves, cuyas fechas., hechos deter­
minantes son:

Al 18 dé agosto de lG7a. por inexactitud en el cumpU.
miento de sus obligaciones reglamentarias.

Bl 1 de febrero de 19aO. por realización eH actos contrarios
a la dignidad militar. .

C) 1 de octubre de 1980, por falta de aseo m1lltar.
Dl 20 de mayo de 1981, por ausentarse de su unidad sin

permiso de sus superiores.
El 29 de' junio de 1981, por inex&ctitud en el cumplimiento

de sus obligacíones reglamentarias." ,

febrero de· 1983, suplemento al numero 00.)." segUn la cual 1&
consignación del 20 por 100 del importe de la condena estableo­
cicla en loa artlculoa 1M y 170 de la LPL como presupuelto de
ad.misibilidad· del recurso de suplicación o de casación, .~
pecttvamente. constituye UD obsté.culo a la tutela Jur1sdlcct~

nal que, al no estar justificado en aras de otro derecha o libero­
tad fundamental, 8S contrario al articulo Zoi, número 1, de 1&
Constitución espllnola. De ahí que este Tribunal Constitucional
declara en la mencionada sentencia la inconstitucionalldad de
108 cttados preceptol y 108 que, en cone~ión con' ellos, regulan
en la LPL el régimen relativo a 1& referida consignación del
20 por 100•.

'ALLO
En atención a todo lo expuesto el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ra decidido,

Otorgar el amparo solicitadO por la represe~tación procesal
de cCompa:Oia de Cementos Especiales El LeóJi", S. A._. 7 ,_
consecuencia:

al Declarar la nulldad del auto .del trIbunal central d.
Trabajo de lS de junio de 1982 por el que tuvo por desiaUdo
el recUl"SÓ de suplicación interpuesto. por dicha compañJa. con-­
tra 1& sentenCia dictada por la Magistratura de Trabajo de Gua.­
dalajara el 1 de marzo de lil82 en autos 1983/1981.-
. bl Declarar el derecho de 1& demandante a.recurrir en su­

plicación la mencionadasentancia de la Magistratura de Tr..
bajo de Guadalajara ante el Tribunal Central de .TrabaJo .iD.
exigirle la consignación del 20 por 100 de 1& cantidad objeto d.
la condena.

PubUquese en el .Boletín Oficial del Estado_.

Madrid. 20 de mayo de 1983.-Manuel Garcia·Pelayo y Alon·
se.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallelo.­

_,Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez·Ferrer Morant.-Angel Es-
cud~ro ~el Corral.-Firmados y rubricados. ,

Fl 3 de enero de 1981, por comportarse incorrectamente 7
mentir a su super"ior.

Gl 28 de agosto de laB1. por incumplimiento de sus obU­
gaciones Jéglamentariaa.

Con ~dependencia de estas sanclones, cuya duración tem­
poral oscilaba entre catorce y dos dias de arrastro miUtar, en
virtud del expediente judicial número 70179 habia sido con·
denado como autor responsable de dos faltas graves de abuso
de autoridad. por las que se le habia impuesto el correctivo
de tre. meses de arrestro miUtar.

5egundo.-En el recurso de amparo interpuesto por el recu­
rrente hace constar, en síntesis, los siguientes. hecho&.;

Al Al imponérsela un correctivo como consecuencia de la,
comisión de una JaIta leve el dla 26 de agosto de 1981, se incoa
por el mismo hecho un expediente judicial, tramitado bajo el
numero 55/81, a fin de sancionar la falta de 26 de agosto de
1981, como falta grave al haber sido corregido anterionnente
otras tres veces, por otras tantas faIt.., leves.

Bl Se le formula pliego de cargos, consistente en la leo.
tura de las faltas inmediatamente anteriores a la de 28 de
agosto de 1981, pero el dictamen del Auditor, de fecha 23 de
octubre de 1981, altera sustancialmente los términos de la ioa­
.trucción del expediente, al no ser las tres faltas inmediata­
mente anteriores a las de 26 de agosto de 19S1 el motiva de·
la lnstrucc1ón del expediente, sino las tres faltas anteriores a
la de ;!O de mayo, sobre las que en el momento procedimental
no se formularon los cargos oportunos.

Cl El Excelentísimo seflor Capitán General de la Séptima
Región Militar mediante Resolución de 10 de noviembre de
19S1 concluye el expediente, en el sentido propuesto por el
Auditor y este acuerdo es recurrido ante el Consejo Supremo
de Justicia Militar que, por medio de su Sala de Justicia re·
suelve en I8ntido desestimatorio por Auto de 31 de marzo
de 1982-

Tercero.-EI recWTente. fundamenta la argumentación Jurl·
dica en una supuesta violación del articulo 24.2 de la Cona­
titución. por no haber' sido informado de la acusación formu.
lada contra él y no poder utilizar los medios de prueba pertl·
nentes para su defensa, as1 como la vulneración del principio
oOon bis ldem., por lo que afirma que primeramente se instruyó
el expediente Judicial 55/~1 en base a una falta f después se
sanciona, en base a la propuesta del- Auditor, por una falta
distinta. Cita el solicitante del amparo las sentencias del Tri-'
bunal ConstituciOJial de 15 de lunio de 1981 (.Bole11n Oficial
del Estado-, 7 de lulio, recurso de amparo número 92/80) y
número 22/82, de 12 de mayo (.Bolettn Oficial del Estad~, a
de junio. recurso de amparo número 3831 198U , asl como, con
relación al principio .non bis lo ídem-, la sentencia d, 30
de enero de 1981 (dictada en el recurso de amparo núJilaro

r
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00180. .BololIn Oficial dol Eotado. do 2. do robrero). La pTO­
tenl10n del recuno de amparo .e promueve \1&1'& que le decrete
l. nullüd dol Auto do \o Sal. do Justlclo dol Conselo Supremo
de JuaUc1. M1lltar, de al de marzo de 1182. a.( como la Reso­
lución del 'ExcelenU.1mo aeflor Capitán Genefal de la Séptima
ReI1OD. MiUtar de 10 de ,noviembre de 1881. ordenando a la
autoridad m1l1tar, que H adopten las DiecUdu pertinentes en
orden a 1& desapadc1= de todos los efectos de dicha sanción.

Cuarto.-La secci6n Primera de la Sala Primera de este
Tribunal, poro' Providencia de 22 de julio de "1882, &lites de
decidir lobre 1& admisión del recurso, acordó requerir al soli­
citante del amparo para qUj¡l en el plazo de diezd1as acreditase
la techa de notificación del Auto de 31 de marzo de 1982 dic­
tado por la Sala de Justicia del Consejo Supremo de Justicia
Militar, a efectos de verificar sl el recurso había sido presen­
tadó dentro del plazo. El recurrente, tras ácordarse la ampJia~
ol6n del plazo concedido para contestar, hizo constar que le fue
notificado el dia 31 de mayo ~e 1982. La Sección, por nueva
Providencia de 29 de septiembre de 1982 acordó hacer saber
al recurrente la existencia del motivo de inadmisión lnsubsa­
nable _consistente en haber sido presentac:;la la demanda fuera
d. plazo de veinte dias que &efiala el articulo 5O.1.a) de la
LOTC, dé.ndose un plazo de diez dias al recurrente y al Mi~

nt.terio Fiscal para que alegaran lo que estimaran pertinente.
El PlIcal, en IU informe de 14 de octubre de 1982, sedala que
en tanto no 18 dele constancia de otra cosa desde el momento
en que la -notificación del auto se produjo el día 31. de mayo
d. 1882 '1 la demanda lleva fecha de 21 de Junio de 11m2, puede
concluirse que no CODeUlTe el motivo de tnadmisión ale.ado,
por lo que terminaba seftalando que &,bia adm1t1rse el recurso.

El Procurador de 108 Tribunales don Antonio Ratael Ro­
drigue. Mutloz, en nombre del solicitante del am~9, l8ilalaba
COn fundamento en 101 articulos 43.2 y 80 de la LOTe, asi como
e] articulo 303 de la Ley de Enjuiciamiento Civil que el re­
curso estaba presentado dentro de plazo, por haber tenido
lugar su presentación en el Tribunal Constitucional el dla 23
do Junio do 1982. . .

La 8eoc1ón Primera de la Sala ~imera de este Tribunal,­
a 1& ViBta de las alegaciones formuladas por las partes dictó
Auto, ,con fecha 10 de noviembre de 1982, declarando admitido
el recurs~ requiriendo 131 envio de las actuaciones correspon-·
dientes.· .

Quinto.-Una vez recibidas dichas actuaciones y por Pro­
videncia de 2 de febrero de 1983, la Sección Segunda de la
Sala Primera del Tribunal ConsUtucional, con fundamento en
el articulo 52 de 1& LOTC acordó dar vista de aquéllas al
Ministerio Fiscal ., al IOlicitante del amparo, por plazo común
de veinte dias, para que, dentro de dicho término, presentasen
les oportunas alegaciones.

Sexto.-EJ Ministerio Fiscal informó, en sintesill, lo si­
¡uiente:

Al En el expediente por virtud del cual se puede llegar al
acuerdo de contemplar como grave la cuarta falta leve, debe
operarse con la mA.xlma garantía en favor de los derechos
procesale's del inculpado, lin que pueda aceptarse la esUmación
mecánica de que hace uso el Auto del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

B) El Suboficial sancionado fue ()Ído respecto a las tres
taltu .precedentes el dia -a de agosto de 198J y, sin embargo.
resulta corregido sobre la base de la ·falta c!e ,20 de mayo de
1.1, ea decir, sobre conducta ya sancionada con anterioridad
oomo leve y en su trama con faltas anteriores a esta última
techa. Pued~ afirmarle" por tanto, que fue informado' acerca
de determinada acusac~n, pero no respecto de aquella por la
que, en definitiva,' 18 le sanclona.

C) Se quebrantó lagarantia procesal que establece el ar­
ticulo 24-2 de la Constitución y si bien, tal precepto estA pro­
yectado directamente hacia el orden penal, también lo es, por
ezlenlión, al orden disciplinarto de una parte y al orden Judicial
mUtt&r de otra, como así ha proclamado reiteradamente el Trl~
bunal Constitucional.

D) Si la falta sancionada como grave fue la que se dio
a conocer al interesado, respecto de las precedentes, una vez
oonstatadas, no cabía probanza alguna. Si, -como aqu( - ha
ocurrido, la falta lmputapa y 1& posteriormente sancionada
fueron distintas, el amparo es acogible por los motivos pre­
cedentes.

E) El Consejo Supremo de Justicia M1l1tar advierte la dua­
lidad presumible de sandones ro la supera hasta el punto de
que liendo asl qUe ya se hab a sufrido .arresto por la falta
leve, la privación de libertad se abona a efectos de cumpU­
miento de la sanciÓn por falta lTave. Es decir, le toma en
conlideraci6n UDa sola conducta, a 1& que se impone ma únk:a
l&DC1ón, abonando en favor de 'sta el Uempo de privación
de libertad lufrido por la anterior consideración de la falta
como leve, Do aprectbdose lesión de ningún derecho funda-
mental"por esta ..via. .

El PllCal concluye BU informe afirmando que debe estimarse
el amparo solicitado, en 'CUanto que se siguió al recurrente un
upedlente judicial .Iendo oldo en el mism9 en relaci6n con
UDa determinada conducta, pero sancionada en base a otra
disttnta y ..nter1or 8D el tiempo, con vulneraci6n de 1& garantia
procesal del articulo 14.2 de 1& Constitución.

S6pttmo.-El rec~nte ~ sus alegaciones, solicita teniendo
por reproducida 1&8 antertot'mente formuladas en el recurso de

alzada interpuesto ante la Sala de Justicia del Consejo Su~
. premo de JusUcia Militar y, posteriormente, ante el Tribunal
Constitucional, que ee dicte ISntencia concediendo el amparo
y se anulen los actos recurridos, ordenando a la Administración
Militar 1& realización de todas las.actuaciones necesarias, con­
ducentes a la ~otal eliminación de los efectos de los actos
frente a los que se solicitó el amparo.

Octavo.~Para deliberación y votación de este asu'nto se
se1\aló e_l dia 18 de mayo de 1983.

Ese dia se deliberó y votó.

JI. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-L& cuestión planteada en el presente re¡;urso se
refiere a supuestas -vulp.eraciones de 1a.5 garantías constitucio­
nales consagradas en el articulo 24.2 de la Constitución, en
particular la vulneración del derecho a ser informado de la
acusación formulada contra el recurrente y, el de utilizar los
medios pertinentes para su defensa. También alega violación
del articulo 25.1 por vulneracÍón dél principio "non bis in ldem­
al haber sido sancionado dos veces poi el mismo hecho.

Estas presuntas vulnera.ciones se habrían cometido en la
tramitación de un procedimiento militar seguido contra el
recurrente por una falta grave consistente en la acumulación
de cuatro faltas leves de acuerdo can el articulo 442 del Código
de Justicia Militar (CJMJ. Dicho procedimiento, regulado Jtn
los articulas 1.003 y siguientes del mismo cuerpo legal, aetopta
la fcmna de un expediente judiCIal, cuyas caracteristicas desde
el 'punto de vista constitu<;:ional han sido fijadas en sus Uneas
generales por. 1& Sentencia de este Tribunal de 15 de junto
de 1881. lB. A. 92/80). Esas carac~rist1cas en lo que aquJ
interesa, pueden resumirse as(: las faltas militares graves y
sus correcciones no forman parte del Derecho Penal Militar,
sino del ré¡imen disciplinario, régimen cuyo,. carácter singular,
estA reconocido en la mismá Constitución, ya que de su articulo
25.3 se deduce a "sensu- contrario que la Adminis¡tración Mi­
litar puede imponer sanclones quP directa o subsil!iariamente
impliquen privación de libertad.. El valor primordial que la
subordinación jerárquica y la disciplina- tienen en la institución
militar hacen que en su ámbito er procedimiento disciplinario
no pueda, por su propia naturaleza, quedar sometido a las
garantias procesales generalmente reconocidas para los pro~

cesas judiciales, pues su razón de ser reside en la: prontitud
y rapidez de la :reacción 1rente a las infracciones de la· disci­
plina militar. El articulo 24.2 al estar orientado hacia el pro­
ceso judicial penal, no es de aplicación inmediata al régi­
men disciplinario y. tampoco puede aplicarse como d~recho in~

temo al articulo 6 del Convenio Europeo en la interpretación
dada por el Tribunal Europeo de Dérechos Humanos sobre
la base de 1& remisión del articulo 10.2 de la Constitución,
pues Espafia al ratificar dicho Convenio y de Conformidad cpn
el articulo 84 del mismo se ha reservado la aplicación de
sus articulas 5 y 6 en la medida en que fueron incompatibles
con la regulación que el CJM establece para las faltas y sus
correcciones (articulas 441-448¡ l.OO3~l.OO8). Pero. sigue diciendo
la sentencia del Tribunal Constitucional citada. el sistema de
valores y pdncipios de alcance universal que subyacen a la
Declaración Universal de Derechos Humanos y a los diversos

. Convenios Internacionales _sobre la materia ratificados 'por Es·
pa~a y que han sido asumidos como decisión constitucional
blLsica deben informar todo nuestro ordenamiento jurídico. Por
ello, una vez aprobada la ConstitUción. el régimen disciplinario
mUltar ha de incorporar ese sistema de valores y, en· canse·
cuencia, 'en aquellos casos en que la sanción disciplinaria
conlleva privación de libertad, ,1 procedimiento disciplinario
legalmente establecido ha de responder a los principios que
dentro del ámbito penal determinan el contenido básico del
derecho a la defensa. de modo que ese derecho no se con~
vierta en mera formalidad, produciéndose indefensión. En el
mismo sentido, la sentencia de este Tribunal Constitucional
de 12 de mafo de 1982 (R. A: 383/81) dice que en el régimen
disciplinarlo militar cuando su aplicación conduce a una san­
dón que suponga privación de libertad cualquiera que sea la
naturaleza que se quiera dar al procedimiento en virtud del
cual se imponga. resulta claro qUe el eventual sujeto pasivo
de la sanción de privación de libertad tiene el derecho a in~
terponer los oportunos recursos y en ellos el derecho de defensa,
el de ler presumido inocente y el de utilizar todos l~s medios
de prueba pertinentes y, en general, todas las garantias que
reconoce el articulo 24 de la Constitución.

Segundo.-Asf. resumida en sus Uneas genereles, la doctrina
que la jw1aprudencia de este Tribunal Constitucional ha sen~
tado respecto,. la aplicación de las garantias constJtucionales
en materia disciplinaria m1l1tar, procede examinar si esas

- garantfas han .ido bAsicamente cumplidas en el caso que nos
ocupa. El recurrente alega, en primer término, la falta de in·
formación de 1. acusación formulada contra él (artículo 24.2
de la Constitución), La alegación le fundamenta en que la
cuarta faIta leve por la que se le impu{lo la sanción correspon­
diente a una falta grave de acuerdo con el articulo 442 CJM,
no fue objeto d~l expediente a que fue sometido, ya qUe tal
expediente fue instruido por una falta cometida el 26 de agosto
de 1981, consistente ,n inexactitud en el cumplimiento de obli­
gaciones reglamentarias. mientras que la falta por la que
finalmente es sancionq,do 18 cometió el 20 de mayo de 1981 y
consistió en ausentarse de su unidad sin permiso de sus supe­
riores. ,El Consejo Supremo de Justicia Militar, al confirmar
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la. decisión del Capitán General, reconoce el hecho; pero ad­
vierte por una parte sobre la falta de constataCión de los
hechos motivadores del 8.J:pedlente la especial naturaleza de.
la faltagravtt sancIonada en el articulo ~ del CJM que,' al
consistir en la mera repetición de conducta merecedoru del
correctivo. tan aól0 exige para conslderar probada IU exis­
tencia la constataciún documental dl!l las saDciones que ante­
riormente se impusieron al interesado, lo que .. habr1a lOlJl"ado
en este caso por la uniOn a lo actuado -de copia del correa.
pondiente apartado de la hoJa de sen'1c1o. De otro lado. HAala
el auto del Consejo. que pendo evidente, que la talta cometida
el 20 de mayo debió ser calificada "d. eran (por haberle pre­
cedido otras tres leves) I el error en, la calificación jurlclica
ha sido subsanado con la posterior secuencia del expediente
Judicial 55/81, por lo que resulta ya irrelevante. Téngase en
cuenta que el citado expediente 58/81 81 el que SI le instruyó
al recurrente, al menos inicialmente por la falta cometida el
26 de agosto 'de forma que la _posterior secuencia- debe refe­
rirse a su fase decisoria ante el Capitán General, es decir, al
dictamen deL Auditor y al Decreto qu, de acuerdo con él
dictó aquella Autoridad. '

Tercero.-De todo lo expuesto, se deduce que 1& cuestiÓD.
a dilucidar ,n el presente recurso 'es, en primer t6rmino. 8i
la' información de la acusación que se. formula contra el inte·
resada en el expedlentejudlcial en el CAlO de falta grave por
aéumulaclón debe hacerse en forma concreta, especificando
cuáles son las cuatro faltas leves que producen el efecto de la
grave y sei'1alando en particular cuAl es la cuarta que da
motivo al expediente. o, por el contrario, basta con qwt' esté
informado de manera abstracta de que Be le abre UD N.pe­
diente por la causa aeftalada en el articulo 442 d,l CJM. Delde
el punto de' vista doel derecho constitucional de defensa" que
es el que ahora interesa, hay que concluir como to luKie ·el
Ministerio Fiscal que la última posición no ea convincente. El
derecho a ser informado de la acusaetón el .1 primer elemento
del derecho de defensa que condicion,a a todot 101 delDÚ. pues
mal puede defenderse de algo el que no sabe de qu6 hechos
se le acusa en concreto. Por tanto, en un, .zpediente judicial
por falta grave, aunque ésta lo sea por acumulaci6n, el in.
resado debe ser informado en forma precisa. de cué.les 100., las
CQ6tro faltal' leves que Dioüv&n el eXpediente y mu,. en par­
Ucular de la cuarta de eU.. que provoca el efecto acumulativo
y la conSideración de grave. Tanto, de lo que S8 dice' en el
auto del Consejo Supremo como de las actuaciones remitidas,
~ulta que no ocurrió uf. en este caso concreto. El intereaado
prestó declaración en primer t6rmino por 1& falta cometida el
28 de agosto yen, SU declaración posterior al leérsele 101 cargos
de que era acusado alude a las cuatro anteriores y a\lllque
entre eUas S8' cita la d, 3D de_mayo no presta declaraclóD80bre
las tres anteriores a 68ta, sino sólo sobre la inmediatamente
antecedente na d, 1 de octubre). Parece, pUM, clarO que el
expediente ludicial tomó como falta. determiJiaD,te de 1& sanción
por acumulación la del 26 de &lasto y que razonablemente tenia
que entender el interesado- que el efecto de califlcar su con­
ducta como falta grave se consideraba ésta y las _tres. anterio­
res. La consecuencia es; por tanto, que se le vulneró .se
derecho fundamental a ser informado de, la aetisación de que
era obleto, que dado !lU carácter básico ha de calificarse como
aplicable a los expedientes l\ldic1ales de carácter disciplinarlo
con arreglo a la doctrtna de este Tribunal expuesta en Wl
principio. .

El hecho .de que la fase decisoria se tomase' como taIta
determinante la del 20 de mayo no altera 1& situación, pues en
esa fase ya no paella Intervenir el Inculpado. '

Cuarto:-La citada vulneración del BrUcu.lo 24.2 conduce a

Sala Segunda. Recurso de amparo número-· 40111968.
Sentencio número 45/198J1. d8 as de ma.)'Or.

1& Sala Segunda del Tribunal ConstituctOllal, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra. PrMidente. 1 don' Franctsoo
Rublo L1or:ente. don Lull Diez Picazo, don Francisco Tomás y
Valiente, don Antonio Truyol Sena 1 don Francisco Pera Ver-
daguer, Magistrados, ha pronunciado ' .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por don Fellciano Correa
Gamero, representado por el Procurador don José Fernández
Rubio MarUnez. y defendido por el Abol'ado don Luis Morell
Ocaña, respecto de la aantenc1a que la Sala de lo Contencioso
Administrativo de 1& Audiencia Territorial de CAcena pronuncio
el nueve de octubre de mil novecientos ochenta y dos. en pro­
ceso contencio>30 electortal, seguido a 1nstanda. del Partido Polí­
tico Centro Democrático· Social, como presentante de candida­
tura concurrente a lal eleccLonu aeneralea para el Senado
1982, habiendo comparecido el Ministerio Fiscal y no l~ ha
hecho el demandante en el precedente, proceso contencioso elec­
toral, y ha sido Ponente el PreSicMmt.8 de la Sala don Jerónimo
Arozamena SIerra, qulen expresa el Pa.reoer ca 1& m1sm&.

la estimación del amparo, de acuerdo con el parecer del· Mi-·
n1Bterio Fleal. por lQ que resulta IUperlluo ent.rar en las otraa
81e¡actones que formula el recUl'T'enteJ y en particular aobre
la pDJible violación del princiPo -non. D18 In iclema.

Falta por delimitar el alcanced'l fallo..En la demanda ae
solicitó la anulac:ión del auto del Consejo Supremo de Juaticia
Milltar y 1& resolución del Capitán General de la VII Reiión
Ml1itar imponiendo la sanción -otdenando a la 4\utoridad Mi­
litar adopte la. _mec:Udu pertinente. en 'Orden a la desapari­
ción a todos 101 efectol de dicha sanción•.

El .otor.amMnto del amparo conlleva, en efecto laa anula-­
cion. soUclt&clu. l!Jl aplicación del articulo SS.l de la LOTe,
uf. como el reconocimiento del derecho vulnerado. pero el res­
tablecimiento del r~urrentt en la intesrtdad de su derecho

- no supone la anulación del expediente judicial· de que fue ob-
jeto el recurrentft. lino la nulidad de lu actuacIones anterioA'
al momento en que por la Autoridad Militar S8 cambió la falta
por 1& que 88 iDltruyó aquel expediente. En efecto, el derecho
vulnerado es, como ie ha 'dicho, el de ser informado de la
acqsación Y. por tanto, qu:e la sanciOn, en IU caso, Be impon.¡a
por la. falta de que fue inicialmente acusado "1 no por otra
distinta. Por, tan», la anulación del auto del Consejo Supremo
de JusttCla Militar_y de la resolución del Capitán General
supone retrotraer lu actuaciones al momento de la propuesta
del Juez Instructor :~...... que la Autoridad cómpetente, con
plena libertad, decida sobre la falta inve,Uaada en el expe.
diente Judicial, el dectr, 1& ¡upuestamente cometida el 2e de
a,rosto de 1811 y que por acumulación de tres anteriores pasó
• ,revestü' 1& calificación dé ¡rave d, acuerdo con el articulo
442 del CJM.

PALLO

En atención a lo expue'sto, el Tribunal COQsUtucional' POR
-LA AUTORIOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION DE

LA NACION ESPAI'lOLA,

Ha decid1do:

1. Otoraar el amparo sollcitado. .
2. Declarar 1& nulldad da·la.resoluci6n dictada por.la Auto·

ridad JlIdlc1al de 1& Séptima ReglÓll MlUlar de fecha 10 de
noviembre di. 11180. 7 del auto dictado por el Consejo Supremo
de JU8ti~ .MiU~ d. 31 de mano de_lasa., dJman.l"te del ex·
""diente Jndlclal 55/81 IDatruldo por 1& Capltanla General de
dicha Sépllma Repón MlUtar contra el recurrente don Lulo
Fernández_FernADdeL

3. Reconocer el derecho del recurrente a ser lnformado de­
la acusacióD formulada CODtra 611. a que, en consecuebcia. no
pueda _co aancionado por otra alta distinta de la que fu.
objeto del upedleDte Judic1&l que.se instruyó, ea decir, por
la talta leve preauntamente cometida el 28· de 8'08tO de .1881,
con"erUda _en ¡ra.e por la acumulac.1ón de otraa tres faltas
,~eves anteriores. .

4. Restablecer &1 recurrente en dicho 'derecho retr'Ota1endo
las actuaciones del proeed.iiniento a que fue sometido en el

_ant.. citado expediente Judicial al momento eH la proPU88.ta
formulada por el Juez Inatructor en el citado expediente ju-
dicial. . . _

BubUq~ese esta sentencia en el -Bolet.1n Oficial. del Estadoa.

_. Dada en Madrid a iH de mayo de la83.-Manuel Gard&
Pelayo Alonao.-An&el Latorre SelUl"a.-Manuel· Diez de Ve­

. I~sco VaUelo.-Glorta Be¡ué Cantón.-Rafael GómezMFerrer Mo­
rant.-Angel ~cud,ero del Corral.-Rubric~08.

1. ANTECEDENTES

Primero.-UnIón de Centro DemocrAueo (UCD) preaentó una
candidatura para. la eleocióD de Senadoru. en. las eleccJ.onea
generales de Ul82" iJicluyudo en la misma a don Fel1ciano CorrM
Gamero, candidatura que fue impuanada poi' Centro Dem0CJ'6...
too Social (COS)- al_ando que dicho candidato estaba incurso
en la cauaa de inel..ibilldad del- articulo 4.·, 2. d) del ROL
2011977, de 18 de marzo que incluye -loe presidente. yd~
de . los Ora:anlamoe autónomos, de· competencia territorial lf.mi.
tadaa, pueato que .el aeAor Correa· ea Director Provincial del
Instituto Neclonal de Aor.teDcIa Social lINASJ. La Junta EIeo­
toral' Provincial de Badajoz. en 1& .sesión de veintinueve de
septiembre de· 1912, deaeatlmó la impugnación formulada por
CDS contra 1& "",,,dldatura para el Senado por. UCD del oedor
Correa, teniéndola por válida.

El representante de la candidatura de CDS interpuso re­
curIO oontenc10a0 electoral contra el acuerdo de la Junta Eleo­
tor&! Provincial de proclamación de la candidatura del seftor
COtTe& Gamero. alepndo las C&usaa de inele¡ibllidad del &1'00
ticulQ 4.°, 2. e) y d) del RDI. J!lQ/1917. aplicable a aquél. porque
es Director Provincial de INAS. El Flacal-y la representación y
defensa del setlor Correa Gamero, se opusieron &. 1& bD.pugn...
clÓll y la S&la de In Conteneilo AdmlDletratlVo de C_
pronunció aenteDCla el nueve de octubre de 1_ estimando el
recurso y oxcluyendo de la oandIdatura de UCD al _ Co-
m'edl&D1VO. •


